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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / PUBLICACIONES DE AVISO A CARGO DEL ACCIONANTE / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / NO SE AGOTARON LOS RECURSOS / IMPROCEDENCIA. “[S]e desprende de la información remitida por el Juzgado que con autos de junio 16 de 2016 se admitieron las acciones populares de que dan cuenta los escritos de tutela y allí se ordenó que a costa de la parte interesada se efectuaran las publicaciones de aviso a la comunidad sobre la iniciación de las demandas, sin que frente a ellos se hubiere formulado alguna inconformidad por los interesados a esa altura; luego, frente a las peticiones del coadyuvante, aquí demandante, para instar el impulso oficioso de las actuaciones, el Juzgado le respondió con sendos autos del 6 de diciembre de 2016 (f. 34 y 47), en lo que le indicó las cargas procesales que le competía a la parte actora sobre el particular y respecto de esas resoluciones, no se advierte la interposición de algún recurso. En tal estado de cosas, se observa que el accionante y en su momento los iniciales actores populares, dejaron de lado los mecanismos de defensa judicial que tenían a su alcance, pues no propusieron, como mínimo, el recurso de reposición que contra esos proveídos, relacionados con algunas cargas procesales que les fueron impuestas y la negativa de adelantarlas de oficio, pudieron proponer, con lo cual olvida que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas. De donde surge que en este caso se rompió la regla de la subsidiariedad señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, si se tiene en cuenta, además, que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a los recursos que en su momento pudo interponer, por lo que los amparos elevados son improcedentes y así se declarará.”. 
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Acta N° 4 de enero 13 de 2017
 



Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Risaralda, el agente del Ministerio Público local, Leandro Giraldo, Defensoría del Pueblo y Procuraduría General regionales Barranquilla, Control Físico de la misma ciudad, Cristian Vásquez, Defensoría del Pueblo, Procuraduría General sedes Bogotá D.C. y Control Físico de la Alcaldía del Distrito Capital.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, demanda al Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, por la violación de “garantías procesales”.

  



Pide, en cada una de ellas, se ordene al juzgado accionado que pruebe y demuestre en que consiste el impulso oficioso, acorde con lo que señala el artículo 5 de la Ley  472 de 1998 y de no demostrarlo, se aplique el canon 84 de la misma regulación.




Dijo en sus escritos que presentó acciones populares que quedaron registradas en el referido despacho judicial con los números de radicación “2015-1314” y “2016-254”, en las que no se da el impulso oficioso de rigor como lo ordena la legislación atañedera al caso.
  



Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de la Defensoría del Pueblo Risaralda, el agente del Ministerio Público local, Leandro Giraldo, Defensoría del Pueblo y Procuraduría General regionales Barranquilla, Control Físico de la misma ciudad, Cristian Vásquez, Defensoría del Pueblo, Procuraduría General sedes Bogotá D.C. y Control Físico de la Alcaldía del Distrito Capital.
La Procuradora Judicial Regional Risaralda, manifestó que la intervención de la agencia está orientada, como órgano de control, a la defensa de los derechos e intereses colectivos. La Asesora G-24 del mismo organismo con sede en Barranquilla dio cuenta de la notificación que se le hizo dentro de la acción popular y el nombre del delegado que se designará para el evento. El Procurador 7 Judicial de la ciudad de Bogotá, indicó ciertas particularidades propias de una acción de esta estirpe y de la acción popular; que no existía vulneración alguna de su parte frente a los derechos reclamados y que el actor debía en forma previa realizar las gestiones necesarias dentro de las actuaciones del caso,  y no acudir en forma directa a este especial mecanismo. 

El Juzgado, vía correo electrónico, hizo remisión escaneada de las piezas procesales solicitadas.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura del derecho a “las garantías procesales”, bajo la premisa de que el Juzgado no adelanta de oficio las acciones populares anunciadas, como lo prevé el artículo 21 de la Ley 472 de 1998.
  



Se sabe que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     

  



Se tiene aquí, según se desprende de la información remitida por el Juzgado que con autos de junio 16 de 2016 se admitieron las acciones populares de que dan cuenta los escritos de tutela y allí se ordenó que a costa de la parte interesada se efectuaran las publicaciones de aviso a la comunidad sobre la iniciación de las demandas, sin que frente a ellos se hubiere formulado alguna inconformidad por los interesados a esa altura; luego, frente a las peticiones del coadyuvante, aquí demandante, para instar el impulso oficioso de las actuaciones, el Juzgado le respondió con sendos autos del 6 de diciembre de 2016 (f. 34 y 47), en lo que le indicó las cargas procesales que le competía a la parte actora sobre el particular y respecto de esas resoluciones, no se advierte la interposición de algún recurso. 
  



En tal estado de cosas, se observa que el accionante y en su momento los iniciales actores populares, dejaron de lado los mecanismos de defensa judicial que tenían a su alcance, pues no propusieron, como mínimo, el recurso de reposición que contra esos proveídos, relacionados con algunas cargas procesales que les fueron impuestas y la negativa de adelantarlas de oficio, pudieron proponer, con lo cual olvida que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas.

  



De donde surge que en este caso se rompió la regla de la subsidiariedad señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, si se tiene en cuenta, además, que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a los recursos que en su momento pudo interponer, por lo que los amparos elevados son improcedentes y así se declarará.

  



No sobra decir, en todo caso, que aún si se diera por superado ese escollo, la queja se apuntalaría en un defecto material o sustantivo, del que se ha dicho “que se configura cuando la decisión judicial se apoya en una norma evidentemente inaplicable al caso concreto, bien sea por que ha sido derogada, porque ella o su aplicación al caso concreto es inconstitucional o, porque, a pesar de estar vigente y ser constitucional, no se adecua a la circunstancia fáctica a la cual se ha aplicado”
-
, como quiera que se pone en entredicho la posición de la funcionaria de exigir de parte del actor popular que, como lo dejan ver las actuaciones, cumpla con la publicación del aviso por medio del cual se le informa a la comunidad sobre la iniciación de la respectiva demanda, por cuanto se incumple lo prevenido en el artículo 5º de la ley 472 de 1998, sobre el impulso oficioso de esa clase de demandas; además de la notificación, por igual sendero, a las accionadas en las actuaciones colectivas judiciales presentadas.
Y para la Sala, a pesar de las explicaciones que blande el accionante, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados, como quiera que la posición del despacho, por sí sola, no alcanza a trasgredir los derechos de aquel, porque la aplicación e intelección que a los asuntos le dio la funcionaria de la causa, por más discutibles que le parezca al libelista, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta la vulneración de un derecho fundamental, que es lo que por esta vía se puede proteger. Por demás, nada de arbitrario o antojadizo se advierte en esas decisiones, con lo que al juez de tutela le está vedado intervenir, pues tiene dicho sobre el particular la jurisprudencia
 que:

Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho...

 



No se advierte, entonces, ninguna carga desproporcionada, irracional o ilegal; al contrario, el demandante está llamado a cumplir unas mínimas reglas dentro de la acción popular, como las de hacerle saber a la comunidad sobre la iniciación del trámite y la notificación a la parte demandada, según ha sido aceptado por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
 y el Consejo de Estado
, lo cual permite concluir que la posición del juzgado no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda.




Con todo, como se anunciara, como de manera relevante surte evidente la causa de improcedencia analizada, así se declararán las peticiones incoadas.
 



Se absolverá a los demás vinculados por no hallarse de su parte trasgresión alguna frente a los derechos reclamados.

DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad. 
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

    DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� 	Sentencia C-543-92


� 	Sentencia T-781/2011


� 	El criterio ha sido reiterado, como se puede leer en la reciente sentencia T-528 de 2016.


� Sentencia T-388/06


� Sentencia de tutela, 3 de marzo de 2011; expediente 11001-22-03-000-2011-00029-01, M.P. Arturo Solarte Rodríguez. 


� Sentencia de tutela,  19 de noviembre de 2009, expediente 41001-23-31-000-2004-01175-01(AP)M.P. María Claudia Rojas Lasso  
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